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El Proyecto de Ley de 
medidas de política territorial, 
suelo y urbanismo de 
la Comunidad de Madrid 

JOSÉ M.ª EZQUIAGA 
DOMÍNGUEZ 

La necesidad de nuevos 
instru1nentos de política 
territorial 

L
a Comunidad de Madrid se ha 
planteado la necesidad de reformar 
el marco legislativo vigente en ma­

teria de Ordenación del Territorio, Sue­
lo y Urbanismo, como instrumento cla­
ve para racionalizar e impulsar la Políti­
ca ter ritorial, desde las instancias 
municipal y regional. 

La creciente complejidad de la pro­
blemática metropolitana suscita la ne­
cesidad de un nuevo enfoque de la Polí­
tica Territorial regional. El gobierno del 
territorio no puede limitarse a consti­
tuir una mera racionalización del ejerci­
cio de la tutela administrativa sobre la 
actividad urbanística de los munici­
pios, por el contrario demanda desde 
las diversas instancias administrativas 
una acción territorial positiva dirigida a 
la vertebración de la región metropoli­
tana, es decir, una acción de fomento 
orientada tanto a promover las oportu­
nidades de un desarrollo sostenible, co­
mo a corregir los desequilibrios am­
bientales, sociales y territoriales exis­
tentes. 

Por otro lado, la práctica de la gestión 
urbanística municipal evidencia un de-

ficiente funcionamiento de los instru­
mentos de gestión disponibles, así co­
mo insuficiencias en el marco legislati­
vo (estatal y regional) vigente: 

• El Suelo No UrbanizabLe periurba­
no no es ya un suelo rural, ni un suelo 
rural, ni un suelo expectante, sino el so­
porte de muchas actividades innovado­
ras que no tienen cabida en el planea­
miento tradicional : universidades, 
grandes equipamientos, complejos de­
portivos. Es necesario racionalizar estas 
instalaciones y proteger de manera 
efecciva los ecosistemas valiosos ame­
nazados por la difusión del desarrollo 
metropolitano. 

• El mercado de suelo no funciona 
con transparencia y agilidad y los ins­
u·umentos jurídicos disponibles son in­
suficientes para viabilizar Las fórmulas 
más innovadoras de gestión urbanística. 

• la acción pública de fomento ha 
dejado de ser meramente subsidiaria de 
la actividad privada para convertirse en 
un elemento clave del desarrollo urba­
no. 

• la complejidad de la gestión urba­
nística y burocratización de los proce­
dimientos formales de aprobación del 
planeamiento han sido con frecuencia 
obstáculos que han impedido que lavo­
luntad planificadora incidiera sob re la 
sociedad en los tiempos adecuados. 

Los problemas identificados deman­
dan para su superación respuestas in­
novadoras desde las acciones de go­
bierno, pero también desde las instan­
cias jurídicas sobre las que aquellas se 
sustentan. La opción de una Ley de Me­
didas como respuesta operativa a estas 
demandas sugiere un doble desafío: el 
acierto en la identificación de los pro­
blemas más relevantes y urgentes plan­
teados y el acierto en el diseño de los 
instrumentos que, en orden a superar 
dich os problemas, puedan plantearse 
desde la instancia legislativa, en un con­
texto de innovación en el marco nor­
mativo estatal y de agitado debate acer­
ca del mercado del suelo y del papel que 
en relación al mismo deban jugar las re­
gulaciones urban!sticas. 

Desde estas premisas el Proyecto de 
Ley de Medidas se concibe con la ambi­
ción de alcanzar tres grandes objetivos: 

• Propiciar un incremento armónico 
de las competencias de los municipios 
y de la Comunidad de Madrid en mate­
ria, respectivamente, de urbanismo y 
ordenación del territorio, clarificando 
sus respectivos ámbitos de responsabi­
lidad. 

• Actualizar el perfil ele la Política Te­
rritorial que, para La consecución de 
una más racional y equilibrada organi­
zación del territorio, deba desarrollar la 



Comunidad de Madrid, estableciendo 
los vínculos entre Ordenación del terri­
torio y actuación urbanística positiva 
de la Comunidad. 

• Superar los estrangulamientos en 
la gestión urbanística que, hoy en día, 
constituyen el punto crítico del proceso 
de ordenación urbana, poniendo a dis­
posición de los Ayuntamientos instru­
mentos más ágiles de gestión y, al mis­
mo tiempo, desburocratizando aque­
llos aspectos de tramitación que no 
mermen las garantías de los ciudada­
nos. 

El Plan Regional 
de Estrategia TerrHorial 

La Comunidad de Madrid tiene asu­
midas, en virtud de su Estatuto de Au­
tonomía, las competencias legislativas 
en materia de Ordenación del Territo­
rio, Urbanismo y Vivienda. En el ejerci­
cio de dichas facultades ha desarrollado 
hasta el momento dos líneas legislativas 
complementarias: la puesta en funcio­
namiento de medidas defensivas ten­
dentes a atajar las situaciones más gra­
ves de irregularidad urbanística here­
dadas y la creación de nuevas figuras de 
planificación y ordenación del territo­
rio regional. 

La Ley 10/1984, de Ordenación Te­
rritorial de la Comunidad Autónoma de 
Madrid, fue concebida en su día como 
alternativa a la inadecuación de figuras 
de planeamiento supramunicipal pre­
vistas en la Reforma de la Ley del Suelo 
de 1975 (los Planes Directores Territo­
riales de Coordinación) para afrontar los 
problemas de organización de un terri­
torio metropolitano. La aportación más 
significativa de la Ley regional consistió 
en entender que la planificación espacial 
y la asignación finalista de recursos eco­
nómicos responden a demandas y esce­
narios temporales diversos y, por tanto, 
era oportuno diferenciar en figuras es­
pecíficas la formulación de los marcos 
de ordenación territorial (Directrices) y 
el establecimiento de los programas de 
inversiones (Programas coordinados 

de Actuación), criterio que continua 
siendo válido hoy en día. 

La figura de las Directrices de Orde­
nación del Territorio tuvo su antece­
dente inmediato en las Directrices Me­
tropolitanas elaboradas por el Gobier­
no en 1981, antes de la constitución 
jurídica de la Comunidad Autónoma 
de Madrid en 1983. La necesidad de 
disponer de un cieno marco de refe­
rencia para los Planes municipales pa­
recía ineludible, una vez adoptada la 
decisión política de proceder a la Revi­
sión del Plan Metropolitano de 1963 
como sumatorio de los Planes elabora­
dos autónomamente desde cada uno 
de los municipios del Area Metropoli­
tana. 

Dada la dificultad política de que ese 
marco se definiera con un planeamien­
to jerárquicamente vinculante, como 
los Planes Directores Territoriales de 
Coordinación o los Esquemas Directo­
res, se diseñó una rigura innovadora, 
inexistente en la legislación urbanística: 
las Directrices. Su objeto no se orienta­
ba a definir un modelo territorial sino 
que se limitaba a formular una estrate­
gia en base a criterios y objetivos, reser­
vándose la concreción espacial de estos 
a los planes municipales. 

El proceso de «compatibilización» 
negociada entre los municipios metro­
politanos de los contenidos propuestos 
desde cada uno de sus Planes introdujo 
la idea de «concertación», como condi­
ción necesana de cualquier proceso de 
ordenación del territorio. La compatibi­
lización «desde abajo» se mostró como 
un instrumento válido para conseguir 
unos mínimos de coherencia entre las 
piezas del Area Metropolitana - espe­
cialmente en cuanto a infraestructuras y 
dimensionamientos básicos de los usos 
del suelo- aunque insuficiente para 
producir, como sumatorio de las piezas 
municipales, un proyecto de organiza­
ción y transformación del territorio re­
gional. 

Las Directrices diseñadas en la ley de 
Ordenación del Territorio de la Comu­
nidad de Madrid fueron concebidas co-

mo instrumentos normativos de los que 
se deducen criterios para programar, 
pero sin pnmacía jerárquica sobre los 
Programas Coord inados. Su objeto se 
centraba en la regulación directa de los 
problemas y procesos que afectan al 
conjunto de la Comunidad, o a subre­
giones, tales como: las áreas de protec­
ción especial que deban quedar sustraí­
das al desarrollo urbano, la localización 
de infraestructuras y equipamientos su­
pralocales o los criterios de financia­
ción y localización de los programas de 
vivienda social. 

Los primeros documentos de Direc­
trices elaborados en el período 1984-
85 estuvieron marcados por la crisis 
económica y el enfoque defensivo, do­
minante asímismo en el planeamiento 
municipal. Sus determinaciones se 
orientaron por ello, prioritariamente, al 
establecimiento de una estrategia de 
conservación del medio natural y del 
espacio rural, y al diseño de las infraes­
tructuras y servicios regionales, comen­
zando por los más elementales: agua, 
saneamiento, vertidos y transporte. 

El inicio de la recuperación econó­
mica suscitó la necesidad de un cambio 
de enfoque. A partir de 1988 la ordena­
ción territorial de la región fue plantea­
da como un proceso incremental, cons­
truido a partir del diseño de «estrategias 
territoriales» de ámbito subregional so­
bre los grandes ejes del desarrollo me­
tropolitano. Estas «estrategias» adopta­
ron una posición más comprometida 
en la reestructuración del territorio, 
orientándose a la priorización de la ac­
ción positiva pública. Asímismo, asu­
mieron un enfoque selectivo que es 
también el rasgo característico de la eta­
pa de madurez de los planes urbanísti­
cos municipales. En consecuencia, 
abandonaron el tratamiento extensivo 
de la totalidad del territorio, en favor de 
Ja detección de las oportunidades y el 
diseño de las políticas de fomento capa­
ces de inducir su transformación real. 

La experiencia adquirida en la pro­
moción de grandes proyectos regiona­
les a partir de 1988:( PAU del Arroyo 
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del Culebra, Centro de Transportes de 
Coslada, Parque Empresarial de las Ro­
zas, Area de Centralidad de Alcorcón, 
Ciudad de la Imagen, etc) puso de ma­
nifiesto las disfunciones existentes en­
tre el marco legislativo y las nuevas es­
trategias operativas. Por una parte, las 
Directrices estaban concebidas como 
un referente de compatibi lización, con 
vinculaciones básicamente indirectas 
sobre el planeamiento municipal, a ex­
cepción de la regulación normativa de 
los espacios naturales y de la localiza­
ción de las infraestructuras y servicio 
supramunicipales. Por otro lado, la uti­
lización de la legislación del suelo vi­
gente para viabilizar, a través de meca­
nismos de concertación entre la Comu­
nidad y los Ayuntamientos, los planea­
mientos necesarios para el desarrollo 
de operaciones regionales ha funciona­
do allí donde el grado de precisión, 
tiempos y contenidos urbanísticos era 
grande. Sin embargo, la carencia de ins­
trumentos jurídicos de vinculación de 
las determinaciones de los documentos 
de «estrategias territoriales» ha genera­
do eventualmente expectativas y movi­
mientos especulativos indeseados so­
bre los suelos afectos a operaciones 
previstas a medio o largo plazo. Se ha­
cía, por ello, necesaria una reforma que 
completara la legislación de ordenación 
del territorio vigente en un doble senti­
do: el diseño de los nuevos instrumen­
tos de ordenación o gobierno del terri­
torio necesarios para la definición de la 
«estrategia territorial» de la Región y la 
ordenación de la actividad urbanística 
que, en ejecución de estas estrategias, 
debiera desarrollar la Comunidad de 
Madrid. 

El Plan Regional de Estrategia Terri­
torial es el instrumento de ordenación 
del territorio concebido para completar 
y reemplazar la figura de las Directrices 
en el cometido de establecer los ele­
mentos básicos para la organización y 
estructura del conjunto del territorio de 
la Comunidad, constituyendo el refe­
rente de los demás instrumentos del 
planeamiento y ordenación del territo-

rio. Como innovación más relevante la 
nueva figura amplía el enfoque predo­
minantemente normativo y compatibi­
lizador de las directrices con una pers­
pectiva de «estrategia», orientada a sis­
tematizar e integrar la actividad 
urbanística regional en un proyecto te­
rritorial coherente. 

El objeto del Plan Regional es por 
tanto triple: 

• Formulación de una estrategia ge­
neral de organización y estructura del 
territorio de la Comunidad de Madrid, 
coherente con el marco de política eco­
nómica general y autonómica. 

• Ordenación de la actividad urba­
nística directa y propia de la Comuni­
dad , necesaria para la materialización 
de la estrategia territorial. 

• Formulación de normas directrices 
y recomendaciones para la armoniza­
ción y coordinación del planeamiento 
municipal y los planes y p rogramas sec­
toriales con incidencia territorial. 

Como instrumentos complementa­
rios del Plan Regional se contemplan las 
figuras ya contenidas en la ley 10/l 984, 
si bien ampliando y ílexibilizando sus 
objetivos y contenido: 

• Programas de Coordinación de la 
Acción Territorial, llamados a articular 
sobre ámbitos territoriales concretos 
actuaciones públicas con relevante inci­
dencia territorial, priorizando y progra­
mando las inversiones necesarias. 

• Planes de Ordenación del Medio 
Natural y rural , concebidos para preci­
sar la estrategia ambiental del Plan Re­
gional en cuanto a protección , conser­
vación y mejora de ámbitos territoriales 
de manifiesto interés y/o complejidad. 

En desarrollo de los objetivos antes 
señalados, las determinaciones del Plan 
Regional se estructuran en tres grandes 
conceptos: Ordenación de los sistemas 
de ámbito o función supramunicipal 
estructurantes del territorio; previsión 
de las Zonas de Interés Regional ; direc­
trices de coordinación y compatibiliza­
ción del planeamiento municipal. 

El Proyecto de Ley establece que el 
Plan Regional habrá de contener la for-

mulación de un esquema de articula­
ción territorial integrado por los ele­
mentos y sistemas capaces de estructu­
rar y organizar el territorio regional : Es­
pacios naturales y rurales protegidos; 
sistema de asentamientos urbanos; sis­
temas de transporte e infraestructuras; 
estructura espacial de las actividades 
económicas y dotacionales regionales. 

Estas determinaciones enmarcan la 
definición del planeamiento municipal y 
pueden ser objeto de ejecución directa a 
través de acciones sectoriales, Progra­
mas y Planes territoriales, complemen­
tándose con aquellas dirigidas directa­
mente a la coordinación y compatibili­
zación del proceso de planeamiento 
municipal. En este ámbito el Plan Re­
gional pretende ser un instrumento no 
determinista que oriente, a través de di­
rectrices flexibles y recomendaciones, 
tres grandes temas: 

• La formulación de magnitudes de 
referencia para el crecimiento, buscan­
do la correspondencia con la disposi­
ción de infraestrucruras y servicios. 

• El establecimiento de criterios de 
solidaridad y coherencia en la distribu­
ción espacial de las actuaciones de vi­
vienda social, actividades económicas, 
infraestructuras y servicios de carácter 
sub regional. 

• La formulación de recomendacio­
nes de tipo urbanístico sobre los modos 
más adecuados de desarrol lo de los 
asentamientos en consideración a sus 
características y a los valores ambienta­
les de su entorno. 

Las Actuaciones de 
Interés Regional 

El Plan Regional es, además, el ins­
trumento para vincular y articular la es­
trategia general de ordenación del terri­
torio y la previsión, en su caso, de una 
actividad urbanística regional directa 
en materia de preparación de suelo ur­
banizado, a través de las denominadas 
Actuaciones de Interés Regional. Con­
forme a su distinta finalidad estas Ac­
tuaciones se dividen en dos tipos de fi -
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guras: las Zonas de Interés Regional y 
Proyectos de Alcance Regional. 

Las «Zonas» son áreas delimitadas 
directamente desde el propio Plan Re­
gional, o en desarrollo de los criterios 
de delimitación en el mismo estableci­
dos, para servir de soporte a operacio­
nes urbanísticas orientadas a la orde­
nación y gestión estratégica del terri­
torio regional. Se dividen en «Zonas 
de Actuación Inmediata» y «Zonas de 
Actuación Diferida» , según que su fi­
nalidad sea, respectivamente, consti­
tuir el soporte de operaciones urba­
nísticas regionales cuyo inicio de eje­
cución se programe en los siguientes 
cuatro años, o constituir reservas es­
tratégicas de suelo para el desarrollo 
de operaciones urbanísticas regiona­
les a medio y largo plazo. En ambos 
casos se prevé su gestión por el siste­
ma de expropiación, ostentando la 
Comunidad de Madrid la condición 
de Administración actuante, si bien , 
los municipios afectados tendrán 
siempre la capacidad de asociarse vo­
luntariamente a la gestión de la «Zo­
na», operándose en este caso median­
te Consorcios Urbanísticos. 

La delimitación de una Zona de In­
terés Regional tendría el efecto de pro­
ducir, por si misma, la clasificación del 
suelo como urbanizable no programa­
do, en el caso de las «Zonas de Actua­
ción Inmediata», o de sujetar las trans­
misiones de los terrenos a los dere­
chos de tanteo y retracto en favor de la 
Comunidad de Madrid , durante un 
plazo de dieciséis años, en el caso de 
las «Zonas de Actuación Diferida» . 
Con esta distinción se persigue intro­
ducir la variable temporal en la orde­
nación estratégica del territorio, dis­
criminando aquellas operaciones re­
gionales que deben ser acometidas de 
inmediato, de aquellas otras previstas 
a medio plazo y sobre las cuales inte­
resa sólo establecer unos criterios ur­
banísticos, y asegurar un control del 
suelo que haga posible la ejecución de 
la operación en el fu tu ro. 

A diferencia de las Zonas, que son 

elementos integrantes de la estrategia 
territorial del Plan Regional, los Proyec­
tos de Alcance Regional pretenden in­
troducir, en el marco de coherencia es­
tablecido desde el Plan, un elemento de 
flexibilidad. 

Los mencionados Proyectos son ac­
tuaciones territoriales concretas que 
ordenan y diseñan con carácter básico 
las obras de infraestructura, dotacio­
nes e instalacio nes en las que concu­
rren Los requisitos de interés regional, 
inmediatez de ejecución y resolución 
integrada de las infraestructuras y ser­
vicios precisos para su implantación. 
Pueden tener una doble virtualidad : 
viabilizar actuaciones de transcenden­
cia sup ramunicipal que por su carác­
ter excepcional no tengan previsión y 
acomodo en el planeamiento vigente 
-funcionando en este caso como al­
ternativa regional al articulo 244 del 
vigente Texto Refundido- o bien eje­
cuta r las obras de carácter inmediato 
que no estén previstas en las «Zonas 
de Interés Regional» . 

Dado que en el primer supuesto : 
acoger actuaciones imprevistas pero 
coherentes con el modelo territorial 
del Plan , los Proyectos carecerían de la 
legitimidad de constituir instrumentos 
de desarrollo de una figura previa de 
Ordenación del Territorio, el Proyecto 
de Ley prevé mecan ismos adicionales 
de garantía para los municipios. Así se 
contempla la creación de una Comi­
sión de Concertación de la Acción Te­
rritorial, de composición paritaria en­
tre representantes de la Comunidad y 
de la Federación Madrileña de Munici­
pios, con el objeto genérico de propi­
ciar, a través del dialogo, el acerca­
miento de posiciones y criterios en si­
tuaciones de diferencia y conílicto 
entre las diversas instancias territoria­
les. Los dictámenes de esta Comisión 
serían de carácter vinculante para la 
Comunidad, cuando vinieran referi­
dos a la viabilidad de los Proyectos de 
Alcance Regional. 

Fomento de la 
concertación social y 
cooperación 
interadministrativa en la 
actividad urbanística 

El Proyecto de Ley plantea como ele­
mento clave la integración del conjunto 
de las administraciones e instituciones 
en los instrumentos que diseña, fomen­
tando la cooperación en el proceso de 
promoción pública y de formulación de 
los objetivos de planeamiento. Al mis­
mo tiempo, considera como elemento 
fundamental fomentar la participación 
social y la iniciativa privada en la ges­
tión de los asuntos urban1sticos . Para 
promover operativamente estos princi­
pios el Proyecto de Ley diseña órganos 
específicos para la concertación admi­
nistrativa y social. 

La reforma legislativa parte de la con­
sideración del gobierno del territorio 
como una competencia compartida en­
tre la Comunidad de Madrid y los mu­
nicipios, en la que el reparto concreto 
de competencias administrativas opera 
-en expresión del Profesor Parejo- se­
gún la estructura de los intereses regio­
nales y municipales implicados y rele­
vantes en cada caso. La evaluación de la 
entidad e intensidad de estos intereses 
en frecuente fuente de conflictos inte­
radministrativos, que suponen una pe­
sada rémora para la acción urbanística. 
El Proyecto de Ley asume la realidad de 
estos conflictos y propone la institucio­
nalización de la gestión cooperativa de 
las competencias y la solución acorda­
da de las diferencias, a través de un ór­
gano permanente de carácter delibe­
rante y representación paritaria entre 
las Administraciones Regional y Local. 

Se ha mencionado ya el papel de la 
Comisión de Concertación de Acción 
Territorial como órgano para dirimir 
los conflictos en relación con la concu­
rrencia del interés regional en la apro­
bación de los Proyectos de Alcance Re­
gional. Sin embargo, no es éste el único 
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papel que el Proyecto de Ley atribuye a 
este órgano. La mencionada Comisión 
es también órgano consultivo para re­
solver mediante el diálogo y el acuerdo 
cuantos conflictos puedan surgir entre 
la Comunidad y uno o varios munici­
pios, o entre ellos mismos, en materia 
de Ordenación del Territorio y Urba­
nismo. 

La concertación social tiene por ob­
jeto asegurar la participación y adecua­
da valoración, por parte de las políticas 
públicas con incidencia territorial, de 
las necesidades y aspiracion es de los 
sectores de la vida social y económica 
más relacionados con la actividad urba­
nística. El Consejo de Política Territorial 
es un foro de debate en el que cualifica­
dos representantes de la sociedad civil 
y de las instituciones podrán conocer y 
debatir cuantos estud ios, programas, 
directrices, estrategias o actuaciones es­
tablezcan las administraciones públicas 
de la Comunidad de Madrid y los mu­
nicipios en materia de ordenación del 
territorio, urbanismo, vivienda y racio­
nal utilización de los recursos naturales. 
Es por tanto un órgano de participación 
que vendrá a complementar el papel 
que ya cumple la Comisión Regional de 
Urbanismo como órgano administrati­
vo en el proceso de discusión y ap roba­
ción de los instrumentos de planea­
miento y gestión. 

Ambos órganos vendrán a enriquecer 
el tejido institucional de la Comunidad 
de Madrid, sin incrementar los costes o 
dimensión del aparato administrativo, 
por cuanto constituyen plataformas de 
encuentro y vehículos de expresión de 
los intereses locales y de la propia so­
ciedad en el proceso de decisión urba­
nística. 

Planean1iento urbanístico 
El planeamiento constituye un ele­

mento esencial de la actividad urbanís­
tica ord inaria y, sin duda, uno de los as­
pectos que precisan una adaptación a 
las condiciones específicas de la Región 
Metropolitana madrileña. 

Las innovaciones que introduce el 
Proyecto de Ley se sustentan sobre va­
rias consideraciones previas. En primer 
lugar, un criterio de prudencia aconseja 
no perjudicar, con modificaciones gra­
tuitas de la terminología y contenidos 
de las figuras de planeamiento, una cul­
tura urbanística costosamente adquiri­
da. En segundo término , ampliar el 
campo competencia! de los municipios, 
acotando a la par la capacidad de actua­
ción de la Comunidad en este campo. A 
este respecto puede señalarse que, tras 
la aprobación de la l ey de Medidas, Ma­
drid será, jumo con Andalucía, una Co­
munidad pionera en atribuir las compe­
tencias para la aprobación del planea­
miento de desarrollo a los municipios 
de más de 15.000 habitantes. En tercer 
lugar, el Proyecto de Ley persigue mejo­
rar la flexibilidad y agilidad en los p ro­
cesos de planeamiento, incrementando 
de manera armónica la transparencia y 
las garamías jurídicas. 

En relación con el acto de aproba­
ción definitiva del planeamiento gene­
ral, y en línea con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, el Proyecto clarifica 
y acota las facultades de la Comunidad, 
ampliando, al tiempo, la competencia 
municipal. Así se plantea una distinción 
entre los elementos estructurales del 
Plan General o Normas Subsidiarias y 
aquellos otros que aun formando parte 
de su contenido corrresponden por su 
naturaleza al nivel del planeamiento de 
desarrollo y cuya modificación podría 
ser aprobada definitivamente por los 
propios Ayuntamientos. Adicionalmen­
te, el Proyecto simplifica la determina­
ción del aprovechamiento tipo, en aten­
ción a la consideración del hecho ele 
que existen municipios en la Comuni­
dad de Madrid con escaso desarrollo 
urbanístico y una reducida capacidad 
de gestión técnica. Si bien, es objetivo 
del Proyecto favorecer la superación de 
esta situación a través de la constitución 
de mancomunidades voluntarias para 
el sostenimiento de servicios técnicos 
urbanísticos. 

Defensa del Suelo 
No U rbanizable 

La importancia de la regulación del 
Suelo No Urbanizable parece evidente si 
consideramos que supone más del 80% 
de suelo regional, conforme a la clasifi­
cación establecida en el planeamiento 
vigente. La reforma legislativa planteada 
pretende dar respuesta a diversas cues­
tiones: a) Existe una tendencia crecien­
te a la ocupación de esta clase de suelo 
con actividades urbanas debido a su 
menor valor de mercado, cesiones, e in­
fraestructuras, con respecto a los suelos 
urbanos y urbanizables; b) la legisla­
ción vigente permite un amplio margen 
de discrecionalidad por parte de la ad­
ministración regional en punto a la 
apreciación del «i nterés social» de usos, 
construcciones e instalaciones y; c) el 
procedimiento de concesión de las au­
torizaciones urbanísticas es complejo y 
no ofrece suficiemes garantías a los in­
teresados. 

El nuevo régimen jurídico propuesto 
obedece a los siguientes objetivos: 

• Establecer medidas de protección 
y regeneración del Sudo No Urbaniza­
ble; definiendo el sistema de facultades 
y deberes de los propietarios. 

• Regular de manera ordenada aque­
llos usos que no tienen cabida en el 
contexto urbano y puedan situarse, ex­
cepcionalmente, en el SNU. 

• Generalizar el principio constitu­
cional de la necesaria participación de 
la Comunidad en las plusvalías urba­
nísticas generadas por la actuación pú­
blica, que en el momento presente, por 
imprevisión legal, no se aplica a las ins­
talaciones de carácter lucrativo en el 
Suelo No Urbanizable. 

• Reducir el margen de discreciona­
lidad en las autorizaciones, establecien­
do una regulación precisa de los usos y 
construcciones admisibles y las com­
pensaciones ambientales que en cuanto 
a reforestación o regeneración ambien­
tal les sean exigibles. 

• Atribuir mayores competencias a 
los municipios en las autorizaciones vin-



culadas al uso agropecuario o forestal, 
simplificar los procedimientos y sujetar 
las resoluciones al silencio positivo. 

Potenciación de los 
instrumentos de gestión 
urbanística municipal 

En relación con la gestión municipal 
el Proyecto de Ley persigue mejorar el 
marco y los instrumentos legales a dis­
posición de la Administración actuante 
y los ejecutores materiales del planea­
miento al objeto de conseguir una ma­
yor agilización de la actividad urbanís-

tica. Veamos muy brevemente las prin­
cipales innovaciones aportadas. 

En primer término se introduce cla­
ridad y precisión en relación con los 
deberes generales de los propietarios 
del Suelo Urbano y Urbanizable, cuan­
do les corresponda la ejecución del pla­
neamiento urbanístico. A tal efecto se 
precisan los conceptos cuyos costes in­
tegran los de gastos de urbanización 
que aquellos deben sufragar. 

En segundo lugar, se clarifica, simpli­
fica y flexibiliza el régimen de progra­
mación y ejecución del Suelo Urbaniza­
ble No Programado, a través de los Pro-

Instrumentos para la Concertación y Cooperación en la Gestión Urbanística 

Convenios Urbanlsticos 

Los suscriben los particulares con la 
Comunidad de Madrid, uno o varios municipios 
o con ambas administraciones con1untamente 

• lnformac1on Transparencia y Pública 
• Publicación en publicidad como 

el Boletín de la principios básicos 

CAM que rigen el 
funcionamiento de • Registro Publico los Convenios de Convenios 

Sociedades Uroanist1cas 

Pueden const1tu1rlas la Adm1nistrac1on 
autonom1ca, los mun1c1p1os. las entidades 
jurídico públicas de carácter autonómico 

mun1c1pal o mixta y los consorcios 

Sociedades 
Se crean para el 

estudio. 
de capital promoción 

1ntegramente desarrollo o gestión 
público o mixtas de la act1v1dad 

urbanística 

gramas de Actuación Urbanística, al ob­
jeto de favorecer la utilización de esta fi­
gura como instrumento del fomento de 
la concurrencia empresarial en la pro­
moción de las actuaciones urbanísticas. 
Así se incide sobre la clarificación de los 
supuestos de formulación y ejecución 
por parre de la Administración o por 
urbanizador adjudicatario, establecien­
do la expropiación como sistema gene­
ral de actuación; se flexibiliza la gestión, 
al permitirse la celebración del concur­
so pertinente sobre las bases de un plie­
go de condiciones técnicas, económicas 
y jurídicas; se contempla el otorga-

Consorcios Urbanísticos 

Están integrados por dos o más 
administraciones publicas. pudiendo 

incorporarse los particulares 

Entidades de Se crean para e1 
e¡erc1c10 de la cooperac1on act1v1dad interadm1nistrat1va urbanistica y para con personalidad 1a gestión ¡und1ca y 

capacidad propia coordinada de 
obras y servicios 

Puede contar con patrimonio y presupuesto 
propio. Ad¡ud1can contratos y ena¡enan 
bienes meaiante concurso Pueden ser 

beneficiarios de expropiaciones 
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miento a los propiecarios que repre­
sencen el 60% del total de la superficie 
afectada del derecho de preferencia en 
la adjudicación del concurso, siempre 
que realicen una oferta equivalente a la 
más ventajosa de entre las presencadas, 
operándose en tal caso por el sistema 
de compensación; y se habilita la for­
mulación y ejecución por los particula­
res de aquellos Programas que tengan 
por objeto la implantación y el desa­
rrollo de usos y actividades producti­
vas de carácter singular y relevante im­
portancia, o la urbanización de áreas 
especialmente dotadas para servir de 
soporte a las actividades de produc­
ción y distribución y la prestación de 
serv1c10s. 

En tercer lugar, el Proyecto de Ley le­
galiza y regula la extendida práctica de 
los Convenios Urbanísticos, definiendo 
para los mismos requisitos de garantía 
de la transparencia y coordinación con 
el procedimiento de aprobación del 
planeamiento. Merece destacarse al res­
pecto, la fijación de la regla de la publi­
cidad de los convenios y del acceso de 
los ciudadanos a su contenido, median­
te la creación del correspondiente re­
gistro administrativo. Por otro lado, al 
objeto de conseguir una gestión pública 
urbanística más eficiente y concertada, 
se autorizan y regulan los consorcios 
interadministrativos, con posibilidad 
de incorporar a los mismos la iniciativa 
privada y de utilizar las formas de ges­
tión de servicios previstas por la legisla­
ción aplicable a las Administraciones 
consorciadas. Además, se contempla la 
creación por tales consorcios, o directa­
mente por las Administraciones intere­
sadas, de entidades societarias de forma 
jurídico-mercantil y de capital inte­
grante público o mixtas; clarificando 
que tales sociedades sólo pueden asu­
mir contenidos de la actividad urbanís­
tica que no impliquen ejercicio de auto­
ridad y deben actuar en todo caso en 
condiciones de plena concurrencia con 
las personas privadas. 

El Proyecto introduce también varias 
novedades en relación con los sistemas 

de actuación para la ejecución del pla­
neamiento, a saber: 

• Flexibilización de la elección por la 
Administración actuante del sistema de 
actuación a aplicar; elección, que se ar­
ticula básicamente en torno a la distin­
ción entre gesrión pública y privada y se 
hace depend er de una ponderación 
material de las circunstancias del caso; 

• Mejora y precisión del régimen de 
la ejecución tanto sistemática por uni­
dades, como asistemática en suelo ur­
bano; 

• Actualización del sistema de actua­
ción por expropiación, con desarrollo 
de su gestión indirecta mediante conce­
sión, a los efectos de hacer compacible 
su elección con la intervención de la 
iniciativa privada, contemplándose 
también el uso de la técnica de la libera­
ción de la expropiación, cuando asl 
proceda; y 

• Introducción de un nuevo sistema 
de actuación, denominado de «Ejecu­
ción Forzosa». 

Vale la pena detenernos brevemente 
en esta última técnica. El sistema de 
«Ejecución Forzosa» es un sistema sub­
sidiario de los de compensación o coo­
peración mediante el cual la Adminis­
tración actúa en sustitución de los pro­
pietarios, realizando materialmente la 
urbanización y distribuyendo entre és­
tos los beneficios y cargas, es decir, ope­
rando directamente como instancia de 
compensación. Su aplicación se prevé 
para los supuestos en los que se incum­
plan los deberes de gestión, transcurri­
dos 18 meses desde la aprobación del 
Plan o Programa, o bien, cuando ha­
biendo comenzado la ejecución se in­
cumplan plazos o deberes y la Admi­
nistración actuance no decida la expro­
piación. Los efectos más relevantes del 
nuevo sistema son los siguientes: 

• La Administración actuante podrá 
ocupar inmediatamente los terrenos de 
cesión obligatoria y gratuita; podrá lo­
calizar los terrenos del porcentaje de 
cesión de aprovechamiento y ocuparlos 
inmediatamente para la construcción 
de viviendas sujetas a un régimen de 

protección pública; y podrá formular y 
aprobar el planeamiento y proyectos de 
urbanización necesarios, así como los 
proyectos de reparcelación precisos pa­
ra la distribución de cargas y beneficios, 
incluyendo los gastos de gestión del sis­
tema. 

• La gestión de la ejecución urbanís­
tica corresponde a una Comisión Ges­
tora integrada de manera paritaria por 
los propietarios y por la Administra­
ción actuante. El pago de la urbaniza­
ción podrá efectuarse mediante la ena­
jenación en pública subasta de suelos 
de la propia actuación. 

• El aprovechamiento lucrativo o la 
edificabilidad no adjudicada a los pro­
pietarios adheridos se liquidarán pro­
porcionalmente al resto de propietarios 
y las diferencias entre costes previstos y 
reales de planeamiento, gestión y urba­
nización podrán cubrirse med iante 
enajenación en pública subasta del sue­
lo resultante. 

Finalmente, en relación con la insti­
tución de la Expropiación Forzosa el 
Proyecto establece nuevos supuestos 
expropiatorios por razón de urbanis­
mo: la inadecuación de los inmuebles 
urbanos a las condiciones mínimas de 
salubridad y habitabilidad legalmente 
establecidas y la declaración o cataloga­
ción administrativas formales, del valor 
cultural, histórico, artístico o medioam­
biental de terrenos o edificios. 

Asimismo, establece los requisitos 
para la declaración de urgencia en la 
ocupación de los bienes de dicho siste­
ma, la introducción de la técnica de la 
bonificación en un diez por ciento del 
justiprecio y la ampliación de las posi­
bilidades de pago de éste en especie pa­
ra fomentar el mutuo acuerdo en la re­
lación expropiatoria. Merece destacarse 
la creación y organización de un jurado 
Territorial de Expropiación Forzosa 
propio de la Comunidad Autónoma, en 
ejercicio de la competencia de autoor­
ganización de sus instituciones. Dicho 
jurado intervend ría en los procedi­
mientos expropiatorios cuando las Ad­
ministraciones actuantes fueran la pro-



pia Comunidad de Madrid o los muni­
cipios comprendidos en su territorio. 

Dinamización del 
tnercado de suelo y de 
la vivienda 

El mercado inmobiliario madrileño 
experimentó en la segunda mitad de los 
ochenta una dinámica especulativa par­
ticularmente aguda, lo que ha dado lu­
gar al nivel de precios más altos de todo 
el territorio nacional. Precios que, en 
materia de vivienda, se han alejado de 
forma preocupante de los niveles de 
renta de la población y que al afectar 
también al mercado de oficinas y de 
suelo industrial han incidido de forma 
negativa en las oportunidades de desa­
rrollo económico de la Región. 

Al objeto de completar la legislación 
básica del Estado en la materia y de pro­
piciar la formación de precios inmobilia­
rios ajustados a las características de las 
demandas reales, el Proyecto de Ley 
plantea tres tipos de medidas tendentes 
a articular la intervención pública en el 
mercado inmobiliario y de la vivienda: 
las dirigidas a la disposición pública del 
suelo necesano para alcanzar los objeti­
vos de desarrollo regional y urbano; 
aquellas destinadas a facilitar la transpa­
rencia del mercado inmobiliario y la ad­
quisición pública de bienes inmuebles; y 
finalmente, las dirigidas a asegurar la 
vinculación de las calificaciones urba­
nísticas que se otorguen a las necesida­
des sociales de vivienda que las motiven. 

Asi, se complementa la regulación 
estatal de los derechos de tanteo y re­
tracto, determinando con precisión los 
bienes sujetos a las Administraciones ti­
tulares de Jos mismos. Se crean los re­
gistros administrativos autonómico y 
municipales (actuando el primero de 
supletorio de los segundos, para el caso 
de que los Municipios no quieran o no 
puedan establecer el propio). Se esta­
blece, además, la obligación a la Comu­
nidad de Madrid de destinar los bienes 
adquiridos por este medio al cumplí-

miento de los objetivos urbanísticos es­
tablecidos para las Zonas de Interés Re­
gional correspondientes. 

En relación con los Patrimonios Pú­
blicos de Suelo, la suficiente y adecuada 
regulación en la legislación urbanística 
estatal de los patrimonios municipales 
exime de la necesidad de su tratamien­
to específico en el Proyecto. Por ello, la 
aportación innovadora es la creación de 
un Patrimonio Público Regional o auto­
nómico de suelo, con un régimen equi­
parable al de los municipales y con ca­
rácter de patrimonio separado y vincu­
lado a sus fines específicos: prevenir, 
encauzar y desarrollar técnica y econó­
micamente la ordenación del territorio 
y el crecimiento y la transformación ur­
banos, así como la regulación del mer­
cado inmobiliario. 

Finalmente, el Proyecto de Ley de 
Medidas, plantea una opción decidida 
por vincular la política de vivienda so­
cial y el planeamiento municipal. Para 
ello, se establece que los Planes Genera­
les de Ordenación Urbana y las Normas 
Subsidiarias de Planeamiento de los 
municipios de pob lación su perior a 
25.000 habitantes deberán asegurar el 
destino para viviendas sujetas a algún 
régimen de protección pública de sue­
los en cantidad suficiente para cubrir 
las necesidades razonablemente previ­
sibles en un período de ocho años, en 
función de los niveles reales de renta de 
la demanda y, como mínimo, del cin­
cuenta por ciento de la superficie del 
suelo clasificado como urbanizable. A 
esto se añade la previsión de fijar las re­
laciones de equivalencia oportunas pa­
ra el caso eventual de la transformación 
de la calificación a vivienda libre, con la 
prescripción de la cesión obligatoria y 
gratuita a la Administración actuante de 
los eventuales excesos de aprovecha­
miento lucrativo. • 

José M ª Ezquiaga Domínguez 
Doctor Arquitecto. 

Direclor General de Planificación 
Urbaníslica y Concertación 

de la Comunidad de Madrid 
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